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1. Introducción

En la década del ’90 se profundiza en Argentina, un proceso de reformas económicas, que se caracterizó por la radical transformación en el rol del Estado. En tal sentido, los principios del estado de bienestar dieron lugar a principios asociados con la constante búsqueda de eficiencia y la reducción del aparato estatal, reducción que aparece fundamentalmente expresada a través de la transferencia a terceros de la responsabilidad de producir bienes y servicios mediante la la privatización y concesión de empresas públicas, la descentralización, la tercerización y la desregulación económica. 

En este contexto, y dentro de la primera etapa privatizadora, se realizan las concesiones de redes viales. La celeridad del proceso privatizador y la ausencia de una ley marco que regule la transferencia y la prestación, convirtieron al proceso privatizador de las rutas argentinas en uno de los más cuestionados. Por ello, avanzar en el conocimiento de las características del sector y las constantes renegociaciones de las reglas de juego que enmarcan las relaciones entre los principales actores, así como el articulado de relaciones sociales generado puede convertirse en un elemento relevante para analizar la debilidad estatal.  

El presente trabajo se propone analizar las continuidades de las renegociaciones con los concesionarios de redes viales. El objeto del mismo es caracterizar las tres renegociaciones llevadas adelante, desde que se privatizaron los corredores viales en 1990 hasta la reprivatización de algunos de ellos en octubre de 2003.
En la siguiente sección, avanzamos sobre la caracterización del proceso privatizador, con el fin de analizar las características de los contratos y el modo en que se sucede el proceso licitador puesto que consideramos este es un limitador determinante del rol estatal. En la tercera sección, nos introducimos en la caracterización de la primera renegociación (período 1991- 1994) y las principales modificaciones introducidas. En la cuarta, nos adentraremos en el análisis de la segunda ronda de renogocaciones, la más extensa de las tres. Allí avanzamos sobre la consideración de los principales actores, realzando la inconsistencia de las medidas adoptadas y los problemas que la opacidad de los acuerdos genera. En la quinta sección, trabajaremos sobre las modificaciones que la Ley de Emergencia (2002) introduce y las características de la nueva renegociación, la cual se da en lo que inicialmente se definió como la etapa final de la concesión. Finalmente, haremos alguna referencia a las características del escenario actual a partir de la relicitación de los corredores viales. 
2. El proceso privatizador: la opacidad como regla
Históricamente la inversión en infraestructura vial fue financiada por el Estado a través de fondos específicos provenientes básicamente de impuesto a combustibles. En 1932 se sancionó la Ley Nacional de Vialidad por la cual se creó la Dirección Nacional de Vialidad (DNV) y el Fondo Nacional de Vialidad. Se estableció que la DNV, constituida como entidad autárquica, sea el organismo encargado de proyectar, construir y conservar la red vial nacional. En tanto, se fijó que el Fondo fuera conformado, en principio, por impuestos de suma fija sobre los combustibles y lubricantes, a los que, posteriormente, se incorporaron impuestos de unidad fija sobre las cubiertas y los automóviles. La inflación y la caída de los ingresos fiscales confluyeron en la decisión de que tales impuestos fijos fueran reemplazados por una tasa sobre el precio de venta de cada producto.

Hacia la década del ’60 se planteaba que el constante déficit de obras existente vinculado con la paulatina disminución de la inversión en obra pública, el creciente y, en algunos casos, alarmante deterioro en la infraestructura y la focalización de los recursos en la reparación de los caminos destruidos, llevaría al colapso del sistema vial argentino. Esta situación se veía agravada por un aumento no previsto del tráfico de cargas y el creciente uso del automotor como medio de transporte. En tal sentido, se buscó un mecanismo alternativo para financiar dichas obras, estimulando la iniciativa privada y el interés por la inversión en la obra pública. En este contexto se promulga, en noviembre de 1967, la Ley 17.520. Esta ley faculta al Poder Ejecutivo para realizar obras públicas de construcción, conservación y explotación de obras y servicios mediante su concesión a particulares, sociedades mixtas o entes públicos, con la posterior aplicación de tarifas de peaje a los usuarios de las mismas. Es en 1989, a través de la Ley de Reforma del Estado (23.696) que se habilita la incorporación de capitales privados y el cobro de peaje para el mantenimiento y explotación sin construcción
. 

La crisis fiscal de fines de la década del ’80 provocó que la situación de la infraestructura vial se deteriorara aún más. Los fondos destinados a la construcción y mantenimiento de rutas fueron decreciendo, entre otras cuestiones, por: la dispersión de impuestos para financiar otras obrasl; la desviación de los recursos del fondo vial y, finalmente, la incorporación en 1989 del Fondo Vial a Rentas Generales. Este decrecimiento en los fondos viales que impedía el financiamiento adicional de inversiones para reparar y conservar caminos, se fue dando en forma paralela al incremento del volumen del tráfico y los intercambios regionales de mercancía, agravando aún más la problemática. 
El pronostico de un colapso del sistema vial sino se encontraban fuentes alternativas de financiamiento resurgía con más impetú. Tal como señalan Gerchunoff y Canovas (1994) hacia fines de la década del ’80 solo un 30% de caminos pavimentados estaban en buen estado, existía un deterioro anual de los caminos del 10% mientras el Estado por medio de los mecanismos de financiamiento tradicionales solo era capaz de repavimentar un 3,5% de la extensión total de la red. 

Por ese entonces, se promulgaron las leyes de Emergencia Económica y de Reforma del Estado. La primera, declaró la emergencia en la prestación de servicios públicos, en general, y de la red vial, en particular, además de poner fin a la existencia del Fondo Vial. Mientras que la ley de Reforma del Estado introdujo modificaciones a ley de peajes (17.520), permitiendo la concesión rutas nacionales por peaje para su mantenimiento, es decir, este nuevo marco legal dio lugar a la explotación privada de obras realizadas previamente mediante fondos públicos, sin necesidad de que se construyan nuevos tramos. En su Art. 58 afirma que podrán otorgarse concesiones de obra para la explotación, administración, reparación, ampliación, conservación o mantenimiento de obras ya existentes, con la finalidad de obtención de fondos para la construcción o conservación de otras obras vinculadas física o técnicamente con estas. De forma que la tarifa de peaje, compensara la ejecución, modificación, ampliación, la administración, reparación, conservación, o mantenimiento de la obra existente y la ejecución, explotación y mantenimiento de la obra nueva. Otro párrafo destacable de la ley indicaba que las inversiones a realizar por el concesionario no debían ser financiadas “con recursos del crédito a obtenerse por el estado o por el concesionario con la garantía de aquel”, este principio fue abandonado a través de las renegociaciones, la incorporación de la cláusula indemnizatoria y los subsidios del Estado instrumentos que terminaron reduciendo el riesgo y garantizando una alta rentabilidad a las empresas. 
A partir de estas transformaciones, la DNV se reorganizó como agente responsable de la aplicación de la política vial del país, iniciando un programa de “Reconversión Vial” basado en la descentralización, desregulación y privatización de la red vial de caminos. La red vial nacional fue reordenada teniendo en cuenta cuestiones tales como cantidad y tipo de tránsito y estado de la calzada en los diferentes tramos. La reestructuración vial implicó la definición de tramos que luego serían entregados a concesionarios privados; la realización de concesiones totales o parciales para reparación y mantenimiento de la red troncal nacional y, por último, la transferencia, mediante convenio, a jurisdicciones provinciales o municipales de rutas nacionales de interés provincial. 

Se establecieron, entonces, cuatro fuentes posibles de financiamiento para el mantenimiento de la red vial: 1) capital de riesgo a aportar por los concesionarios; 2) licitaciones por pago diferido; 3) fondos públicos específicos y préstamos de organismos multilaterales de crédito y 4) fondos obtenidos por el cobro de cánones surgidos de los contratos de concesión.

Por medio de una Resolución del Ministerio de Obras y Servicios Públicos (Resolución MEyOSP 221/89) se aprobó el pliego de condiciones generales para la Licitación, de condiciones particulares para la concesión de obras viales y el cronograma del llamado a licitación. Asimismo, se estableció que las concesiones no contarían con garantías de transito mínimo ni de ningún otro tipo. Es decir, legalmente se constituyó como un negocio de riesgo. 

A pesar de tratarse de una licitación internacional, en el proceso de licitación de los 20 corredores viales participaron solo empresas argentinas. FIEL (1999) señala como argumentos que sostienen esta situación lo poco atractivo para la inversión extranjera que era el contexto macroeconómico de ese momento. Además de remarcar que no existen constancias de que el llamado a licitación internacional se haya realizado fuera de Argentina, al tiempo que en todas las licitaciones de obra pública se exigía a todas las firmas estar inscriptas en el Registro Nacional de Constructores, motivo por el cual se limitaba la participación internacional. El proceso licitatorio estuvo lejos de recrear una competencia entre empresas oferentes de probada capacidad en la materia y los pliegos fueron elaborados de manera conjunta con representantes de varias de las firmas que finalmente resultaron adjudicatarias. Además, las licitaciones de los corredores se llevaron a cabo en forma simultánea, lo que facilitó el comportamiento colusivo de los consorcios a través de un mecanismo de ‘reparto’ de los corredores ofertados (Rima; et. al., 1997). Finalmente, en septiembre del año 1990 se otorgó la concesión de las rutas nacionales por medio del decreto 2039/90 el cual establece la adjudicación de 19 corredores, ya que no se presentaron ofertas para el corredor 19. 

Las adjudicaciones de los 19 corredores nacionales fueron otorgadas por un plazo de 12 años, el cual culminaría el 1 de noviembre de 2002
. A excepción del corredor 6 que adquiere la modalidad de subvencionado por el Estado
, el resto de los corredores tomaron inicialmente una modalidad onerosa y fueron adjudicados a los grupos empresarios tomándose como variable determinante la cotización del  canon. Entre las condiciones mínimas impuestas para presentarse en el proceso licitatorio sobresalen el incremento del Índice de Estado de Caminos adjudicados y la realización de tareas mínimas al cobro de peaje.

Por medio de la adjudicación de los 18 corredores viales, el Estado argentino concedió para la administración privada unos 9.600 km dddde red pavimentada. La red concesionada conforma un 30% de las rutas nacionales pavimentadas, concentra más de la mitad del transito y conecta las principales áreas urbanas y rurales del país, así como la mayor parte de los puertos y puentes internacionales. 

Cuadro 1: Corredores viales concesionados (Decr. 2039/90)

	Corredor
	Modalidad
	Concesionario
	Empresas

	1
	Onerosa
	SEMACAR S.A. 
	Dycasa SA- Perales Aguiar SA

	2
	Onerosa
	
	

	3
	Onerosa
	CAMINOS DEL OESTE S.A.
	Techint SA

	4
	Onerosa
	
	

	5
	Onerosa
	NUEVAS RUTAS S.A. 
	Decavial SA- Necon SA

	
	
	
	Chediack SA- Sade SA

	6
	Subvencionada
	ASFALSUD SAICFIIYE- BACIGALUPI Y DE STEFANO SAICIFII.- COCYVIAL SRL
	Unión Transitoria de Empresas

	
	
	BONFANTI Y DI BASSIO SC- COEMYC SA- COPYC SACICIFAM- DELTA SA-
	

	
	
	DANTE- ESTRUCTURAS SACICIF- GLIKSTEIN- ICF SA- GUERECHET- 
	

	
	
	NOROESTE CONSTRUCCIONES SA- TECSA SA 
	

	7
	Onerosa
	SERVICIOS VIALES S.A
	Sideco Americana SA

	8
	Onerosa
	
	

	9
	Onerosa
	
	

	10
	Onerosa
	COVICENETRO S.A.
	Roggio SA- Aragón SA

	11
	Onerosa
	COVINORTE S.A.
	

	12
	Onerosa
	CONCANOR S.A.
	Supercemento SA- Dyopsa SA

	
	
	
	Nazar y Cía SA

	13
	Onerosa
	CONSORCIO VIRGEN DE ITATÍ S.A.
	Chacofi SA- EAC SA- 

	
	
	
	Supercemento SA- Dyopsa SA

	
	
	
	Nazar y Cía SA

	14
	Onerosa
	RUTAS DEL VALLE S.A.
	Geope SA- Cycic SA- Luciano SA

	15
	Onerosa
	COVISUR S.A.
	Roggio SA (por medio de Rutas  

	
	
	
	Australes SA)- DYCASA- Esuco SA

	16
	Onerosa
	CAMINO DEL ABRA S.A.
	Balpala SA- Sade SA- Necon SA

	
	
	
	Chediack SA

	17
	Onerosa
	NUEVAS RUTAS S.A. 
	Decavial SA- Necon SA

	
	
	
	Chediack SA- Sade SA

	18
	Onerosa
	CAMINOS DEL RÍO URUGUAY S.A.
	Welbwers SA- Conevial SA- Babic SA

	
	
	
	Codi SA- Eaca SA- Parenti Mai SA 

	20
	Onerosa
	RED VIAL CENTRO S.A. 
	Roggio SA- Afema SA- 

	
	
	
	Boeto- Butilengo SA- 

	
	
	
	Romero Cammisa SA- Arvial SA


Los corredores viales fueron adjudicados a 13 concesionarios conformados por 30 empresas adjudicatarias, además de la unión de empresas transitorias que se hizo cargo del corredor 6. Es de destacar que las empresas adjudicatarias fueron las antiguas contratistas del Estado a través de la DNV
 y que tres holdings se adjudicaron más de la mitad de la longitud de la red vial argentina concesionada, situación que indica la concentración empresarial
 y sostiene como actores favorecidos a los beneficiarios de la etapa anterior (ver cuadro 1)
Los ingresos de las empresas se conformaban con los peajes que debían abonar los usuarios de las rutas. La tarifa fijada, en moneda nacional, era U$S 1,50 cada 100 km, para automóvil liviano de cuatro ruedas. Se previó una variación mensual acorde a los cambios en la cotización del dólar, el IPC y el IPM. Se estableció también la posibilidad de modificar la tarifa manteniendo la ecuación económica- financiera de los concesionarios y previo acuerdo entre estos y el Estado
. La tarificación establecía una diferenciación acorde a la categoría de vehículo y el sistema de peaje era de tipo abierto, ya que el usuario paga el servicio en forma independiente de los kilómetros recorridos
. A cambio de las concesiones viales el Estado percibiría en concepto de canon, por cada uno de los corredores, entre U$S 45 millones y U$S 85 millones anuales. Asimismo, se definieron las obras a ejecutar como: a) iniciales, debían realizarse en forma previa al cobro de peaje; b) prioritarias, necesarias para garantizar la transitabilidad del corredor; c) de conservación, mejora o repavimentación y d) adicionales, fuera del pliego y propuestas por el oferente. En tanto, se estipularon obligaciones de reinversión del concesionario en caso de que los ingresos resulten superiores a los previstos (por ejemplo, por excedentes de tránsito).

Posteriormente, entre los años 1993- 1995, se realizó la adjudicación de las obras de construcción, administración y mantenimiento de la Red de Accesos a Bs. As. En tanto, hacia 1997/ 98 se realiza la adjudicación de dos proyectos de construcción, operación y transferencia: la conexión física entre las ciudades de Rosario (Santa Fe) y Victoria (Entre Ríos) y la Autopista Parque Presidente Perón (Arco Sudoeste). Nuestro trabajo no abordará el análisis de estas adjudicaciones. Sin embargo, es importante remarcar que a diferencia de lo ocurrido con los tramos de las rutas naciones, en los consorcios adjudicatarios de estas obras participan empresas de capital extranjero.
Al momento de realizarse la concesión de la red vial la función reguladora se estableció como misión de la Secretaría de Obras y Servicios Públicos. Hacia 1990 se creó dentro de la DNV un equipo que tenía por finalidad realizar la fiscalización de la red nacional concesionada, pero fue recién después de realizada la primera renegociación que se creó en el ámbito de la DNV el organismo responsable del control regulatorio de las concesiones de rutas nacionales, el Órgano de Control de Concesiones Viales (OCCV), aunque la creación estaba estipulada por el Pliego de Condiciones Generales para Licitación de Obra Pública (1989)
. Tal como veremos más adelante, la escasa relevancia de la participación de este organismo puede observarse en su ausencia en la renegociación de los contratos de concesión
. Hacia el año 2001 el gobierno de la Alianza, en el marco de la transformación y modernización del Sector Público Nacional, crea el organismo encargado del control de las concesiones viales, incluyendo el ámbito Red de Acceso a Bs. As., el Puente Victoria- Rosario y los 29 corredores viales de todo el país (OCCOVI)
. A este organismo se transfieren competencias, objetivos, partidas presupuestarias y recursos humanos de OCRABA, OCCV, la Comisión Transitoria y el Órgano de Control de la Concesión de la Obra de la Conexión Física entre las Ciudades de Rosario, Provincia de Santa Fe- Victoria, Provincia de Entre Ríos.
3. La primera renegociación de contratos
El proceso de concesión, por lo general, se caracteriza por la transferencia del riesgo a un privado. Sin embargo, tal como veremos a continuación, el Estado argentino ha resguardado los intereses de los concesionarios a través de mecanismos poco transparentes o garantías implícitas brindadas a través de las constantes y recurrentes renegociaciones. 

Desde la firma de los contratos de concesión de las redes viales se llevaron adelante numerosas modificaciones, llegando a desarrollarse tres procesos de renegociación, caracterizados todos ellos por la prolongación de etapas de incertidumbre, la contraposición de las medidas adoptadas y la sistemática revisión de las condiciones anteriormente acordadas. 
Apenas transcurridos unos meses desde la concesión de redes viales, se produce la primera renegociación. Dicha renegociación se fundamenta en los fuertes reclamos sociales motivados por los altos costos en las tarifas básicas, que siguiendo la fórmula indexatoria, en cuatro meses,  ya habían aumentado más del 50% sin que se realizara la contraprestación acordada y con las cabinas de peaje que captando el tráfico suburbano, por estar ubicadas cerca de los centros urbanos. Las altas tarifas que elevaban la voz de los usuarios, habían comenzado a cobrarse incluso antes de finalizar con las obras iniciales, aquellas que -según estipulaba el contrato- debían ser realizadas en forma previa al cobro del peaje. Por ese entonces, se señalaba que las características de la concesión resultaban lesivas para el interés general y garantizaban beneficios abusivos que perjudicaban específicamente a las economías regionales y podrían resultar en un incremento general de precios. Asimismo, se planteaba la revisión del emplazamiento de los puestos de cobro  de la tarifa, puesto que se consideraba tenía efectos desigualitarios. En eses contextoí, en febrero de 1991 el Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos suspendió el cobro de peajes, en todas las rutas concesionadas, por un plazo de 36 días (luego extendido un mes más) y se inició una primera ronda renegociadora de los contratos
. 

Esta primera renegociación, se da en el marco de la promulgación de la ley de Convertibilidad (ley 23.928)
 y, más específicamente, en la prohibición que esta realiza sobre la indexación de precios y tarifas y la actualización monetaria. Resultado de esta primera renegociación se reformula el modelo de concesiones interurbanas:

· Se fija una tarifa de $1 cada 100km.
 
· Se establece una relocalización de las cabinas de peaje. 
· Como contraprestación se reprogramaron los compromisos de inversión. A diferencia de lo ocurrido en otros sectores, estas renegociaciones no plantearon la modificación en las obligaciones de inversión de los concesionarios pero sí se modifican los plazos.
· Se extendió el plazo de las concesiones en un año (a octubre de 2003).

· Se eliminó el canon que debían abonar los concesionarios, fijándose un subsidio estatal
 que se distribuiría, entre los concesionarios, en forma proporcional  de acuerdo a sus contribuciones al IVA del mes inmediato anterior. 
· En cuanto a las tarifas se prefiguraron ajustes anuales mediante la aplicación de la tasa LIBOR (London Interbank Offedered Rate) disminuida en un 20%
. Finalmente, hacia 1992 se ratificaron los acuerdos logrados en la renegociación realizada con cada uno de los concesionarios
. 
Sin embargo, las nuevas condiciones no generarían estabilidad ni serían muy duraderas. En agosto de 1993, cuando se debía realizar el primer ajuste en los peajes, comenzaron nuevas luchas por imponer criterios de fijación de tarifas. Estas luchas se expresaron en las idas y vueltas de las decisiones gubernamentales que no tuvieron efectos negativos sobre las utilidades de los concesionarios por las compensaciones indemnizatorias realizadas. Así, un mes antes de que se realizara la primera revisión de tarifas, una resolución de la Secretaría de Obras Públicas y Comunicaciones (SOPyC) suspendió la realización del ajuste. Sin embargo, dos meses después de la fecha prevista para el reajuste se aprobó la aplicación del mismo y una compensación indemnizatorio por suspensión del mismo (ver cuadro 2).

Ni la suspensión del ajuste, ni la posterior aplicación del mismo tuvieron fundamento en argumentos sólidos. Sin embargo, el trabajo de Abdala y Spiller (2000) nos muestra lo altamente beneficiosas que fueron, para los concesionarios, las decisiones tomadas por el gobierno en ese período. Algunos de los indicadores que corroboran esta conclusión son el incremento en un 165% entre 1991 y 1993 de la recaudación de las empresas; el crecimiento en un 114% de los subsidios recibidos; los cuales se daban en forma paralela al aumento del tránsito en un 139%. 

Frente al reajuste tarifario de 1994 volvió a presentarse el mismo conflicto, aunque en esta oportunidad hubo una instancia más ya que en un primer momento se aprueba el ajuste tarifario, luego el mismo es cancelado (estos cambios se producen en el transcurso de una semana) para, finalmente, ser aprobado el último día del mes de agosto. Nuevamente, este retraso en la aplicación del ajuste tarifario se compensa con una indemnización adicional. 

Cuadro 2: Indicadores de la inestabilidad jurídica luego de la primera renegociación de contratos
	Normativa
	Fecha
	Descripción

	Tipo
	Nº
	
	

	Res.SOPyC
	168
	21/07/93
	Suspensión de ajustes tarifarios

	Res.SOPyC
	289
	28/10/93
	Aprobación de aplicación de ajuste tarifario desde noviembre de 1993 y compensación indemnizatorio por suspensión

	Res.SOPyC
	388
	22/07/94
	Autorización del aumento de tarifas

	Res. MEyOSP
	914
	29/07/94
	Suspensión de aplicación de los ajustes tarifarios. Fijación de compensación indemnizatoria

	Res. SOPyC
	430
	31/08/94
	Cálculo de la compensación indemnizatizatoria adicional, definida MEyOSP 914/94


Se desprende de la descripción de la primera renegociación que tampoco con ella se logró establecer un marco regulatorio claro y transparente, que fijara reglas de juego para encuadrar las relaciones entre los concesionarios, el Estado y los usuarios de las redes viales. Transcurridos cuatro año de la concesión de obras viales y superado un proceso de renegociaciones entre los distintos actores, se había perdido otra oportunidad de resolver la opacidad de las obligaciones de los distintos actores frente a la concesión de las rutas. En realidad, con esta primera renegociación se dilataba un conflicto que no tardaría demasiado tiempo resurgir. 

4. Segunda ronda de renegociaciones: la regla de la incertidumbre
En abril de 1995 se inicia la segunda ronda de renegociaciones. El Decreto 489/95, que establece las bases para llevar adelante la renegociación, argumenta la necesidad de revisar los contratos originales por el extraordinario incremento del transito vehicular y la mayor utilización de los corredores viales, por parte del transporte de carga y de pasajeros, que se venía dando a partir del impulso del MERCOSUR. Nuevamente, se argumentaba la incapacidad del Estado para revertir las condiciones de una red vial obsoleta y frente a ello, los concesionarios aparecían como los actores capaces de de llevar adelante las obras necesarias para ampliar y mejorar las carreteras. La falta de previsión se observa en que esta necesidad de realizar nuevas inversiones en el sector, se produce sólo tres años después de haber reprogramado el plan de inversiones de los concesionarios. Finalmente, otro argumento que motivaba la renegociación de los contratos era la necesidad de evitar mayores erogaciones del Estado en los contratos en los que se otorgaban subsidios y/o compensaciones indemnizatorias, es decir, se orientaba a revertir los acuerdos alcanzados en la primera renegociación. 

En cuanto a los proyectos de construcción de nuevos tramos podían ser presentados por la Secretaría de Obras Públicas y Comunicaciones (SOPyC), los gobiernos provinciales (donde debían ejecutarse las obras), entidades de usuarios y los mismos concesionarios. Dichos proyectos debían realizarse en función de las necesidades más urgentes del corredor y requerir de un monto de inversión superior al 20% del total previsto en el Contrato de Concesión original. Una vez que la SOPyC recibía el anteproyecto y la evaluación de impacto debía informar al concesionario para que este indique si: a) se compromete a financiar la obra; b) acepta el anteproyecto de la SOPyC sobre el repago de la inversión (a través, por ejemplo, de una prórroga del plazo de la concesión vigente; el ajuste de las tarifas de peaje vigentes; la compensación económica por parte del concedente; la financiación por contribución de mejoras)
; c) no presta conformidad ni asume los compromisos. En caso de que el concesionario no preste conformidad, se establecía la posibilidad de un “rescate de la concesión”, a través del cual se suspendía la concesión otorgada, previo pago de una indemnización en concepto de inversiones no amortizadas. El proceso pautado establecía que la SOPyC tenía la responsabilidad de preparar el proyecto definitivo de las obras a ejecutar y redactar las bases del llamado licitatorio. Esta licitación de rescate de la concesión vigente debía fijar: el pago de rescate de la concesión vigente; el compromiso de realizar el mismo proyecto constructivo cuyo financiamiento y ejecución no fue aceptado por el concesionario; el financiamiento del proyecto y de toda otra obra que se incluya en la concesión.
A fin de resolver la cuestión de las compensaciones indemnizatorias, se facultó al Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos para acordar con los concesionarios la extensión de los plazos de la concesión
. Finalmente, en relación al plan de inversión se estableció que no se producirán reprogramaciones, a excepción de las exigencias correspondientes a los dos últimos años del período originario de concesión. 

Este proceso de renegociaciones se convirtió en el más dilatado de los realizados en Argentina, produciéndose numerosas instancias y revisiones a las definiciones iniciales (fijadas a través del decreto 489/95). Recién en 2001, meses antes de la caída del gobierno de la Alianza, se logró un acuerdo que, al poco tiempo, tuvo que ser revisado en función de las nuevas condiciones impuestas por la Ley de Emergencia (25.561). El tratamiento diferenciado de cada uno de los corredores, las negociaciones individualizadas, la alta heterogeneidad y poca claridad de la normativa, la diversidad de subsidios y condiciones acordadas atentaron contra el alcance de los objetivos establecidos al comienzo del proceso. Nuevamente, las intenciones originales que justificaban la apertura de un proceso de revisión de contratos eran modificadas a fin de favorecer a los concesionarios.

Hacia 1997, se planteaba la eliminación de subsidios como elemento central a resolver a través del proceso de revisión de contratos. El  secretario de Obras Públicas y Transporte señalaba, en ese momento, que las renegociaciones no redundarían en un aumento del peaje (al menos, ese año) y que la quita del subsidio que el Estado paga a los concesionarios contaba con dos estrategias: a) una eliminación total del subsidio para los corredores con baja incidencia en el ingreso total (corredores viales 1 y 2; 3 y 4; 5; 7, 8 y 9 y 10, explotados por Semacar, Caminos del Oeste, Nuevas Rutas, Servicios Viales y Covicentro, respectivamente); b) eliminación gradual del subsidio (25% a partir de 1998) para los corredores donde este tiene una alta incidencia en el ingreso total de las empresas (corredores viales , explotados por  Covinorte, Concanor, Red Vial Centro, Camino del Abra, Vicovsa, Covico, Rutas del Valle, respectivamente). De forma, que para los primeros corredores los subsidios terminarían de pagarse en 1997 mientras que en los segundos se pagarían subsidios hasta el año 2001
. 

Ese año se firmaron, sin perjuicio de las soluciones de renegociación, actas de acuerdo con cada una de las concesionarias (Resolución MEyOSP 510/97 y 800/97). A través de esos acuerdos,  se dejó constancia de que las partidas aprobadas por las compensaciones indemnizatorias de 1997 eran créditos líquidos a favor de los concesionarios. Asimismo, se afirmó que su pago era indispensable para que se pudiera proseguir con las tareas y servicios de las concesiones, se difirió el aumento contractual de tarifas de mediados de año, se estipularon los pagos a cuenta de compensaciones y diferimientos de aumentos de aumento de tarifas. Además, se dispuso pagos a los concesionarios a cuenta de las compensaciones indemnizatorias adeudadas y la regularización de los planes de obras y trabajos de los concesionarios (Información presentada en el Informe Final- Procedimiento Documento de Consulta Corredores Viales, Comisión de Renegociación de Contratos de Obras y Servicios Públicos).

Hacia 1998
, un incremento promedio del 10% de las tarifas de peaje llevo al bloqueo de rutas, en la provincia de Córdoba por parte de asociaciones de productores (Federación Agraria, Coninagro y Cartez), asociaciones de transportistas de carga (Fecotac y Catac) y la Sociedad de Acopiadores de Granos de Córdoba. Estos actores planteaban que no se cumplía con lo establecido por la Ley de peajes (17.520) debido a que se aplican tarifas que superan los ahorros de los usuarios;  no existe un estudio técnico en el que se amparen los aumentos y se da en forma paralela a un incremento de subsidios concedido a los concesionarios desde 1991
.  Asimismo, el defensor del pueblo de la Nación, interpuso una acción de amparo contra el Estado nacional para que se declare la ilegitimidad de los aumentos tarifarios que comenzaron a aplicar las empresas concesionarias de las rutas nacionales por el sistema de peaje. En la acción de amparo, se argumentó que la irrazonabilidad e ilegalidad del aumento ha desatado protestas generalizadas en todo el país, remarcando que las nuevas tarifas superaban el valor medio del servicio ofrecido y, por lo tanto, violaban la ley y el pliego de bases y condiciones para la licitación
. Tal como planteaban la cuestión los concesionarios, de suspenderse el aumento, el Estado debería completar con sus propios recursos la diferencia
. Luego de intensas negociaciones en el Congreso, el aumento fue suspendido, creándose en ese ámbito una Comisión Especial investigadora de las concesiones
. Por ese entonces, los concesionarios planteaban que la renegociación de los contratos se fundaba en que el Estado había suspendido los incrementos tarifarios y pagos de compensaciones indexatorias
.  

A principios de 1999, se llegó a un acuerdo entre los concesionarios viales y la Secretaría de Obras Públicas por el cual se permitía extender los contratos a los concesionarios hasta el año 2006, es decir, 3 años más. Sin embargo, este acuerdo fue resistido por los usuarios y se levantaron voces de desacuerdo en el Congreso
. Finalmente, el acuerdo no fue rubricado por el Ministro de Economía.

El año 2000 comenzó con un nuevo intento de acuerdo, firmándose entre el Ministerio de Economía, el de Infraestructura y Vivienda y la mayoría de los concesionarios, los “Acuerdos de Cooperación”. Estos convenios son la base sobre la cual se firman las Actas de acuerdo en noviembre de 2000, “las cuales tienen por objeto solucionar de mutuo acuerdo taxativamente los puntos que en ellas se trata, manteniendose inalterados –en los demás puntos- los contratos vigentes” (Comisión de Renegociación de Contratos de Obras y Servicios Públicos: 3).

Los acuerdos establecían las tarifas, las compensaciones indemnizatorias y definían en cada uno de los casos, la correspondiente cuota mensual a percibir por ese concepto. Asimismo, se derogaban los ajustes automáticos a la tasa LIBOR, reemplazándolos por un nuevo régimen de modificación por mutuo acuerdo. Se estipulaban los pagos que se efectuarían a los concesionarios por incumplimiento del Estado, se fijaba un procedimiento para revisar penalidades afectadas por esos incumplimientos y se incorporó en varios casos obras adicionales a ser pagadas al finalizar la concesión
. No se acuerda prorrogar las concesiones, de forma que -a excepción del corredor 18- las concesiones debían culminar en octubre de 2003.

Hacia 2001, se estableció un nuevo sistema de financiamiento para el conjunto de rutas nacionales. A través del Decreto 802/2001 se volvió a la práctica abandonada del fondo vial para el financiamiento de la construcción y mantenimiento de rutas. Así, se estableció un mecanismo de recaudación a través de una tasa adicional sobre el precio del gasoil de cinco centavos por litro. El objetivo del fondo vial, como señalabamos anteriormente, consistió en obtener fondos para las obras de mantenimiento de las rutas nacionales, pero también en obtener recursos para compensar a los concesionarios por la tarifa de los peajes. Casi dos meses después, a fines de julio, se aprueba una modificación al decreto anterior disponiéndose que la tasa sobre el gasoil se transfiera a un Fondo Fiduciario administrado por el Banco Nación
. El Banco tendría, entonces, la responsabilidad de asignar los recursos. Esta no sería la última modificación, ya que en noviembre se sanciona un nuevo decreto
 a través del cual se crea, en el marco del Plan Federal de Inversiones, el Sistema Vial Integrado (SISVIAL), el cual recibiría al menos el 80% de los recursos obtenidos a través de los impuestos al gasoil. De esta forma, uno de los principios esgrimidos como argumento para la incorporación del peaje como instrumento para financiar la construcción y mantenimiento de los caminos era desestimado. Continuando el camino de errante indecisión signado por medidas que se contraponen unas a otras, extendiendo la incertidumbre. 
4.1. La segunda renegociación: el Corredor 18 y su acuerdo temprano con el Estado 
Tal como señalábamos anteriormente, la renegociación abierta a través del decreto 489/95 fue infructuosa, ya que se dilataron interminablemente los acuerdos con los concesionarios. El único concesionario en firmar el contrato según las características inicialmente planteadas en 1995 fue el concesionario Caminos del Uruguay responsable de la explotación del Corredor Vial 18, compuesto por las rutas 12 y 14. En primer lugar, debe remarcarse que este concesionario era el único que.

Las Actas de acuerdo, entre la Secretaría de Obras Públicas y este concesionario –el único que no percibía compensaciones indemnizatorias debido al fuerte incremento del tránsito vehicular- se aprobaron mediante el decreto 1.019/96, en el cual se establecía
:

· La extensión del plazo de la concesión por 15 años más. La concesión pasaba a tener, entonces, un período de explotación de 28 años desde establecida la misma. 

· La tarifa se fijó en U$S 1,76 por cada 100 km, tal como podemos observar la tarifa se fijo en moneda estadounidense y ajustable al Índice de Precios al Consumidor de los Estados Unidos. La misma se revisaría en enero de cada año. 

· Se garantiza que cualquier variación en algún impuesto (nacional, provincial y municipal) puede ser traslada a los usuarios a través de la inmediata incorporación a la tarifa básica. 

· Se modifican los planes de inversión, disponiéndose un retraso en los índices de estado de rutas preestablecidos
.  

· La extensión del plazo y el incremento de la tarifa se justificaban en que el concesionario llevara adelante la nueva obra (Autopista Brazo Largo- Ceibas) con un costo estimado de U$S 63 M + IVA y un plazo de realización equivalente a tres años
. Lo que fue señalado como una concesión sin licitación previa. 

· Se ratifica la inexistencia de avales o subsidios. 

· Se incluyó en el contrato la obligación de reinvertir en obras los ingresos que excedan los previstos en el plan económico- financiero. El organismo de control era el encargado de determinar los mayores ingresos que hubiera obtenido la concesionario ese año. 

· Se establece la posibilidad de rescindir el contrato en forma unilateral por parte del Estado y se fijan multas por incumplimientos detectados. 

La “readecuación” de este contrato dio lugar a que se eleven múltiples voces de protesta. Así, en 1999 el Secretario de Obras Públicas planteaba que debido a los reiterados reclamos de las entidades de usuarios y por pedido de la Comisión de Transporte de la Cámara de Diputados, se estudiará el contrato de la firma Caminos del Río Uruguay, cuando en 1996 se había previsto que se extendería hasta el año 2018. Sin embargo, el diferido acuerdo con los restantes concesionarios y la emergencia económica llevaron a que no se estudiará el contrato del corredor 18 hasta la sanción de la ley de emergencia
. 

5. El fin de la convertibilidad

En diciembre de 2001 se expusieron sin posibilidad alguna de pasar inadvertidos los efectos negativos de las políticas gestadas hacia mediados de los ’70 y radicalmente aplicadas durante la década del ’90. Esos convulsionados días marcaron un nuevo hito en la historia política y social de la Argentina, signados por la masiva movilización de la ciudadanía, la renuncia del presidente y todo el gabinete, los problemas para garantizar la sucesión y reestablecer el funcionamiento de las instituciones, así como el cuestionamiento a las instituciones y los liderazgos. 

Tras la sucesión de cinco presidentes constitucionales en poco más de una semana y anunciada la declaración unilateral de la cesación de pagos de los intereses de la deuda externa con los acreedores privados, fue designado como presidente provisional el Senador Eduardo Duhalde. El gobierno con el acuerdo de la mayoría de los miembros del Legislativo promulgaron la Ley Nº 25.561 de “Emergencia Pública y Reforma del Régimen Cambiario”. Esta ley introdujo transformaciones esenciales a las reglas de juego imperantes. A través de la misma se planteó, entre otras cuestiones, el abandono del régimen de la Convertibilidad y la consiguiente depreciación del peso. Asimismo, dispuso que queden sin efecto las cláusulas de ajuste en dólares u otras divisas, así como las cláusulas indexatorias basadas en índices de precios de otros países y cualquier otro mecanismo indexatorio. Los precios y tarifas resultantes de dichas cláusulas fueron establecidos en pesos a la relación de un peso = un dólar estadounidense. Esta medida  se vio reforzada por la modificación del Artículo 10 de la Ley de convertibilidad. A través de esta modificación se establece que se derogan”... con efecto a partir del 1° de abril de 1991, todas las normas legales o reglamentarias que establecen o autorizan la indexación por precios, actualización monetaria, variación de costos o cualquier otra forma de repotenciación de las deudas, impuestos, precios o tarifas de los bienes, obras o servicios”. Fijándose que tal derogación se aplicaría inclusive “...a los efectos de las relaciones y situaciones jurídicas existentes, no pudiendo aplicarse ni esgrimirse ninguna cláusula legal, reglamentaria, contractual o convencional —inclusive convenios colectivos de trabajo— de fecha anterior, como causa de ajuste en las sumas de pesos que corresponda pagar." Tal como señalan López y Forcinito, (2005:42) “esto último reviste suma trascendencia, por cuanto viabilizaría la revisión de todos aquellos ajustes tarifarios que, vía decretos y resoluciones de dudosa juridicidad, derivaron en la generación e internalización de rentas extraordinarias por parte de las firmas privadas que se hicieron cargo de la prestación de los servicios públicos”, en tanto, se desprende de la reformulación de este artículo que todas las indexaciones tarifarias aplicadas durante la vigencia de la Convertibilidad fueron ilegales –y ajurídicas– y que, como tales, deberían ser compensadas a los usuarios y consumidores afectados por las mismas. Estas autoras avanzan al señalar que “quedaría abierto el camino para el inicio de acciones judiciales por parte de los usuarios y consumidores que, durante largos años, han visto avasallados sus derechos a partir de la aplicación de cláusulas de ajuste ilegales en el plano tarifario” (López y Forcinito 2005:43).

Asimismo, la ley de Emergencia autorizaba al Poder Ejecutivo nacional a renegociar los contratos de las empresas privatizadas estableciendo que debían considerarse los siguientes criterios: 1) el impacto de las tarifas en la competitividad de la economía y en la distribución de los ingresos; 2) la calidad de los servicios y los planes de inversión, cuando ellos estuviesen previstos contractualmente; 3) el interés de los usuarios y la accesibilidad de los servicios; 4) la seguridad de los sistemas comprendidos; y 5) la rentabilidad de las empresas. Entretanto, se impedía a las empresas contratistas o prestadoras de servicios públicos la posibilidad de suspender o alterar el cumplimiento de sus obligaciones
. A pesar de la amplitud de criterios establecida al referirse a la “renegociación de los contratos”, que los plazos estipulados y los primeros pasos dados en la materia ya anunciaban que la misma quedaría prácticamente acotada a la evolución de las tarifas durante la emergencia y, a lo sumo, incorporarían las condiciones mínimas de calidad en cuanto a la prestación de los servicios que se le exigirían a las empresas responsables de la prestación de los mismos (López y Forcinito 2005).

Las renegociaciones fueron encomendadas al Ministro de Economía, que contaría con la asistencia y asesoramiento de la Comisión de Renegociación de Contratos de Obras y Servicios Públicos
. A través de esas normas se facultaba al Ministerio para revisar los contratos de concesiones viales
 y se establecía un plazo de 120 días para llevar adelante tales renegociaciones
. Se remarcaba entonces la relevancia de focalizar la atención en los planes de inversiones y las inversiones efectivamente concretadas por las firmas y el grado de cumplimiento de sus obligaciones contractuales.  Los acuerdos alcanzados con los concesionarios serían suscriptos por el Ministerio de Economía, ad referendum del Poder Ejecutivo y enviados a la Comisión Bicameral de Seguimiento de la Emergencia - creada por ley de Emergencia- aunque los dictámenes de esta última no tendrían carácter vinculante
. 

Tal como señalan Thwaites Rey y López (2003), la presión y las amenazas de las empresas privatizadas no tardaron en hacerse sentir. El principal reclamo fue el de seguridad jurídica con la consecuente intención de que se mantengan las condiciones normativas y operativas de privilegio. En el crítico contexto que estaba viviendo el país, las presiones de las empresas prestadoras de servicios públicos
, los gobiernos extranjeros cuyos empresarios tenían inversiones en las empresas argentinas de servicio público y los organismos internacionales fueron insostenibles, mientras que los rumores de incrementos tarifarios se hicieron cada vez más persistentes
.

En este marco general de renegociaciones y presiones, se llevó adelante la revisión de los contratos viales. Como en las otras oportunidades, se evalúo a cada uno de los corredores viales por separado y, nuevamente, se observó una fuerte reticencia de los concesionarios para firmar los acuerdos. En febrero de 2003, se convocó a la consulta pública a efectos de llevar adelante la renegociación. Asimismo, se estableció que los interesados dispondrían únicamente de quince días hábiles para tomar vista de las actuaciones y diez días más presentar sus observaciones, comentarios y opiniones. Concluido ese proceso la Comisión de Renegociación de Contratos tenía un plazo de diez días hábiles para informar sobre los resultados de la misma
. 

Las propuestas de las empresas concesionarias planteaban fundamentalmente: a) la extensión de los contratos de concesión, la prórroga solicitaba rondaba entre los 40 y 96 meses
; b) la reprogramación de planes de inversión; c) el incremento de los fondos provenientes del Fondo Fiduciario (creado durante el Gobierno de la Alianza); d) la implementación de una fórmula de ajuste del monto percibido del Fondo Fiduciario que tome en cuenta la evolución de los costos de construcción, operación, mantenimiento y financieros y e) el mantenimiento del cuadro tarifario. Por su parte, el corredor 18, cuyo plazo de concesión se extiende hasta el año 2018, planteaba en una nota elevada a la Comisión de Renegociación de los Contratos el día 30/02/2002 que la presentación de la información solicitada a la empresa y la “observancia de los procedimientos establecidos para su tramitación... no implican de modo alguno reconocer la legitimidad y/ o constitucionalidad de la ley 25.561 (ley de Emergencia), el decreto 293/02 (por el cual se encomienda al Ministerio de Economía llevar adelante la renegociación de los contratos de cocensión vial) y los restantes dictados en consecuencia” (Azpiazu y Schorr, 2003- entre paréntesis aclaraciones del autor). Lo llamativo de esta nota descansa en que con la actualización de la tarifa en función del IPC estadounidense el concesionario venía actuando por fuera de los canales legítimos y constitucionales desde varios años atrás. Luego de esta digresión, podríamos resumir la propuesta de la empresa en: a) incremento de los fondos provenientes del Fondo Fiduciario y la adopción de medidas para que no se retrasen los pagos del Fondo Fiduciario; b) la reducción de un 15% de las partidas correspondientes a obras de rehabilitación y servicios de usuarios; c) aceptar provisoriamente el corrimiento propuesto por algunas obras, especialmente las no fundamentales o imprescindibles (Azpiazu y Schorr, 2003). Se dispuso así el llamado a Consulta Pública del corredor 18
 y se incorporaron algunas revisiones del Defensor del Pueblo. 
A pesar de que la Comisión Renegociadora planteaba hacia abril de 2003 la prorroga en, al menos, un año de los acuerdos con los concesionarios viales
, apenas asumida la gestión Kirchner se definió que los contratos de explotación de rutas por peaje terminarían – a excepción del corredor vial 18- el 31 de octubre, tal como se había definido durante la primera ronda renegociadora. De forma, que se llamará a una relicitación de los corredores
. 
6. El nuevo escenario: la relicitación de los corredores viales
Los contratos con los concesionarios viales vencieron el 30 de octubre del año 2003 y el 1 de noviembre entraron en vigencia nuevos contratos relicitados. Los encargados del diseño de los pliegos fueron el Ministro de Infraestructura, el Secretario de Obras Públicas y, además, se conformaron comisiones en las que participan técnicos del Organo de Control de Concesiones Viales (OCCOVI). 
A mediados de octubre de 2003 el gobierno preadjudicó los seis corredores viales establecidos,  con una extensión de 7954 km. A la licitación se presentaron 38 ofertas para la explotación de los seis corredores viales establecidos, un promedio de 6 ofertas por corredor, siendo el corredor 1 el que más interesados presentó (8), mientras que el corredor 4 tuvo solo 3 ofertas. 
Cuadro 3: Concesiones viales realizadas en octubre de 2003

	Corredor
	Modalidad
	Canon
	Subsidio
	Concesionario

	1
	Onerosa
	4,20%
	-
	Coarco y Equimac

	2
	Onerosa
	15,01%
	-
	Comac

	3
	Onerosa
	32,11%
	-
	Decavial

	4
	Onerosa
	7,77%
	-
	Corporación América

	5
	Onerosa
	21,00%
	-
	Covico

	6
	Subvencionada
	-
	33,21%
	Supercemento y Dragados y Obras


La nueva concesión se caracteriza por:

· Tal como podemos observar en el cuadro 2, los 15 corredores viales se reagrupan en 6, con el objetivo de establecer subsidios cruzados entre rutas y entre corredores
.
· El plazo de concesión se estableció en 5 años, a diferencia de la concesión anterior que en principio fue establecida por 12 años, luego prorrogada a 1 años más (un total de 13 años) y que en el caso del corredor 18, se extendió por 15 años más (un total de 28 años). 

· Los nuevos contratos fijaron que la pavimentación y las obras de mejoras y ampliación de las redes serán responsabilidad exclusiva del Estado, que deberá encargarse de licitar, financiar y supervisar las obras. Por su parte, los empresarios privados deberán responder por el mantenimiento, conservación y prestación de los servicios al usuario de ruta. De esta forma, se establecen dos tipos de licitaciones: 1) las de pavimentación y obra, se realizarían alrededor de 30 por año y 2) las de mantenimiento, realizadas en octubre de 2003. El objetivo era, fundamentalmente, reducir el monto de subsidios que el Gobierno paga hoy al sector privado.
· En cuanto a las tarifas no se preveían incrementos, entretanto se fijó que la indexación se realice sobre la base de aumentos en los costos de los insumos.
· Lo recaudado en las cabinas de peaje va a un fondo fiduciario, cuya administración recae en la Secretaria de Hacienda y que a fin de cada mes se encarga de repartir el dinero entre las empresas. Es decir, el Estado es quien debe descontar de allí el canon (en los corredores 1 a 5) y pagar, con esos fondos, los subsidios (corredor 6). Según se estableció el Fondo, a su vez, será utilizado para financiar obras de inversión licitadas por separado y podría percibir aportes de organismos multilaterales de crédito
.
· La tasa de retorno se fijó en un 15%.

· Se establecieron 5 corredores con modalidad onerosa y sólo uno (el corredor 6) como subsidiado. De forma, que los fondos del Sisvial dejarán de usarse para el pago de subsidios. 

· En el caso de los corredores onerosos, el Estado estableció un canon mínimo como base y adjudicó en función del oferente que cotice el canon más alto, en tanto, la selección del concesionario para el corredor 6 se realizó con una base máxima de subsidio, en función del oferente que proponga el mínimo subsidio. 

Durante el transcurso del proceso licitatorio, desde el gobierno se planteaba que no se permitiría la presentación de aquellos concesionarios que habían incumplido con sus obligaciones. Sin embargo, tales concesionarios han participado del proceso licitatorio e, incluso, han obtenido concesiones. El Bloque del ARI presentó un informe solicitando que no se adjudiquen las concesiones a quienes incumplieron con el Estado. En este sentido, cuestionaban la relicitación a Coarco y Equimac (corredor 1); Covico (corredor 5) y Supercemento y Dragados y Obras (corredor 6) y también se realizaron algunas presentaciones de particulares a la justicia.  
En 2004 se previeron más de 30 licitaciones para realizar obras en los corredores viales, mientras que el Fondo arrojaba hacia marzo de 2004 un superávit promedio de $ 1.350.00 M mensuales
. 

7. Algunas consideraciones finales

A lo largo del trabajo hemos profundizado sobre distintos aspectos que signaron las renegociaciones con los concesionarios de redes viales en Argentina. En todo este período, el cual se extiende desde 1991 -apenas unos meses después de realizada la licitación- hasta la actualidad -con la revisión de los contratos en virtud de los lineamientos impuestos por la Ley de Emergencia Económica (promulgada en 2002)- hemos visto que, a pesar de los cambios en el gobierno y la situación macroeconómica, las renegociaciones que se llevaron adelante mantuvieron una fisonomía similar. 
En el período analizado, hemos vivido cambios de gobierno: tuvimos una presidencia justicialista, a la cual sucedió una radical (más específicamente de la Alianza), para volver a tener una presidencia justicialista
, cuyos lineamientos políticos aparecen como opuestos a los de los gobiernos de Menem (en la década del ’90). En términos políticos, hubo alternancia en el poder.  En términos económicos, las renegociaciones viales han transcurrido en contextos signados por la hiperinflación, la estabilidad, la recesión y la declaración del default. Sin embargo, y a pesar de las discontinuidades en los escenarios vemos importantes continuidades en términos de las características que adopta el vínculo del Estado con las empresas concesionarias. 

Entre las principales cuestiones que caracterizan estas renegociaciones debemos mencionar:

· La ausencia de un marco regulatorio. El entramado jurídico que reguló (y regula) las concesiones viales realizadas en la década del ’90 se conforma de una ley de fines de la década del ’60 (Ley de Peaje), con modificaciones introducidas en 1989, a través de la Ley de Reforma del Estado, y las pautas fijadas en los pliegos licitatorios. Numerosos decretos y resoluciones se sucedieron completando las anteriores y favorecieron la dispersión normativa. 
· La incapacidad (o falta de voluntad) para llevar adelante acuerdos que establezcan claridad y transparencia al vínculo entre los concesionarios viales y el Estado. Como mencionamos anteriormente, todo el período estuvo signado por la elaboración de numerosas normativas y reglamentaciones establecidas con criterios dispares y hasta contradictorios entre sí, los cuales no tuvieron la capacidad de articular consensos que le permitan generar una situación de estabilidad y certidumbre. 
· La acentuación de los problemas vinculados con la falta de diagramación y el estudio de las condiciones iniciales y riesgos existentes, por la falta de información confiable sobre los corredores viales (v.g. estado de las rutas, inversiones realizadas, rentabilidad de las empresas). La ausencia de un estudio sistemático sobre las probabilidades de cumplir con las obras presentadas por los consorcios que se presentan en las licitaciones trajo consecuencias irreparables que conjugadas con las falencias en los controles posteriores actuó incrementando la asimetría entre el concesionario y el concedente, en desmedro de la posición de los usuarios y la ciudadanía, en general, y aumentando la vulnerabilidad estatal. 
· Las decisiones tomadas signaron una etapa de alta incertidumbre, ya que las medidas o los acuerdos alcanzados hoy podían ser modificados en pocos días. A partir de lo que pudimos observar, la incertidumbre no afectó de la misma manera y en el mismo sentido a los actores involucrados. Frente a los cambios en las decisiones siempre se reconoció a los concesionarios el pago de compensaciones. 
· Cada uno de los procesos de renegociación de contratos se fundamentaba inicialmente en la necesidad de revertir una situación que se presentaba como desfavorable para el usuario y/ o el Estado (v.g. reducir -o sostener- la tarifa, eliminar las compensaciones indexatorias, construir rutas). Sin embargo, en cada una de las renegociaciones a cambio de que alcanzar esos objetivos, se terminaron haciendo amplias concesiones a los concesionarios. 
· El valor de la tarifa, ha sido la cuestión centralmente considerada al momento de renegociar, podría decirse incluso que fue el criterio exclusivo definido por el Estado. A fin de mantener estable la misma (o con la menor variación posible) se compensó en forma sistemática a las empresas. 

· El lugar secundario que ocupo la necesidad de recaudar recursos a fin de financiar obras de mantenimiento en los caminos no concesionados, argumento central para realizar las licitaciones. 
· Las empresas tendieron a plantear la extensión del plazo de concesión. Tal como señala Azpiazu (2003), la tendencia a incrementar los plazos de concesión no hace más que tender a incrementar los flujos de rentabilidad futura y crear barreras adicionales de ingreso al mercado. 

· La tendencia a priorizar los intereses de los empresarios.  Argumentando la necesidad de de sostener sus inversiones en el sector y a fin de garantizar la seguridad jurídica, las decisiones estatales actuaron en favor la alta rentabilidad empresaria.
· El rol marginal que cumplió en las renegociaciones el Órgano de Control de Concesiones Viales. El mismo no ha sido el articulador de ninguno de los tres procesos de renegociación, quedando incluso fuera de la mesa de negociación. En este sentido, observamos que el Estado ha sido representado en tales renegociaciones a través de instituciones, fundamentalmente políticas (ver, por ejemplo, el rol del Ministro de Economía y Obras y Servicios Públicos- con los distintos nombres con los cuales se lo ha denominado- y la Secretaría de Obras Públicas y Concesiones –idem anterior-). La alta exposición a la situación política  (por encontrarse la decisión última en un funcionario político del Poder Ejecutivo) puede traer ciertos inconvenientes asociados con la potencial captura
. 
· La poca presencia del Congreso de la Nación y de los gobiernos provinciales. Tal como hemos visto, en Diputados la cuestión de los concesionarios viales tuvo mayor relevancia que en el Senado. Sin embargo, el Congreso no han participado activamente delineando ni aprobando las actas de acuerdo. Se creó una Comisión Especial que ha realizado críticos informes sobre el estado de las rutas y los incumplimientos empresarios. Entretanto, los gobiernos provinciales sólo se han activado por períodos muy breves de tiempo, vinculados a los intereses provinciales afectados.  
· El gran cuestionamiento que se realizó a estas privatizaciones marcando que se concesionaron los caminos en mejor estado, que los mismos pudieron ser mejorados con fondos de organismos internacionales, la alta tarifa de los peajes, la excesiva rentabilidad de las empresas fueron algunas de las cuestiones más fuertemente criticadas. El período estuvo enmarcado por las críticas de los productores, transportistas y otras asociaciones; los conflictos generados en el Congreso, así como también los detractores informes de la Auditoría General de la Nación y las denuncias de la Oficina Anticorrupción. 

En síntesis, describimos un período signado por la alta incertidumbre y la falta de regla de juego claras que terminó favoreciendo a las empresas puesto que estas tenían la “certidumbre” de que serían compensadas. 
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La renegociación de los contratos de las privatizadas: la regla de la incertidumbre

El caso de las concesiones viales

Valeria Serafinoff

Abstract
El trabajo se enmarca en un estudio más amplio sobre las características de la regulación de redes viales concesionadas en Argentina durante el período comprendido entre los años 1989- 2002 y se propone analizar las particularidades del proceso de renegociación con los concesionarios de redes viales. 

La importancia de la investigación radica en que nos permitirá profundizar el conocimiento del Estado, un Estado que en la Argentina de principios del Siglo XXI ha sido despojado de sus principales actividades de producción pero que necesita reforzarse en su rol regulador de cara a reconstruir su legitimidad. El estudio de las renegociaciones de las redes viales concesionadas puede aportarnos una serie de elementos adicionales por tratarse de uno de los primeros sectores en los cuales se realizaron privatizaciones; porque, aún en contextos de estabilidad, se dieron numerosas renegociaciones y por las particularidades de los actores del sector. 

Los supuestos que orientan nuestro análisis se hayan vinculados con la necesidad de adjuntar a los contratos informes técnicos amplios sobre las características del bien concesionado y los riesgos que podrían generarse durante la concesión a fin de configurar un marco regulatorio transparente que organice las conductas. Esta situación tendría una repercusión positiva en el establecimiento de una normativa clara que actúe reduciendo la incertidumbre generada por un proceso que, en todo momento, se caracteriza por la lucha de intereses. Asimismo, consideramos la relevancia de diseñar un órgano regulatorio que se mantenga en funciones desde antes de iniciado el proceso licitatorio, con amplias potestades regulatorias, así como la autonomía en el manejo de sus propios recursos. Finalmente, consideramos que el período previo a la licitación es fundamental para delinear el posible éxito del programa de concesiones. 
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� Las concesiones por peaje que se realizaron a partir de esta norma fueron para la construcción de obras totalmente nuevas, su posterior mantenimiento y operación privada. En tal sentido, son relevantes las primeras experiencias de capital privado con cobro de peaje de la AU1, AU6 y Autopista 9 de Julio de Capital Federal; Camino del Buen Ayre; Autopista Bs. As.- La Plata (a través de consorcios privados), aunque no debe perderse de vista la existencia de obras públicas de infraestructura vial que cobraban peaje como el Túnel subfluvial Santa Fe- Paraná, Puente Corrientes- Resistencia, Complejo Zárate Brazo Largo, Puente Internacional Colón- Paysandú, Puente Internacional Fray Bentos- Puerto Iguazú, Autopista Santa Fe- Rosario. 


� El corredor 15, adjudicado al concesionario Concesionaria Vial del Sur, COVISUR SA por el mismo decreto no será considerado en el desarrollo posterior del trabajo puesto que el mismo ha sido transferido a la Provincia de Bs. As. 


� El subsidio fijado era de alrededor de U$S 664.000 anuales. 


� En relación con esta situación Delgado (1998) señala que la dinámica del sector cambió puesto que los tradicionales contratistas de obra pública debieron transformarse en concesionarios de un servicio público diariamente escrutado, en cuanto a su calidad, por los usuarios y el Estado. 


� En tal sentido, debe considerarse que Benito Roggio SA se adjudicó –a través de distintos consorcios- unos 2500 km. de la red concesionada, Techint 1205 km. y Sideco Americana 1169 km. Uno de los factores que pudo haber contribuido a esta concentración es que las licitaciones de los corredores se realizaron en forma simultánea, situación que por sí misma reduce el nivel de transparencia y competencia.


� Tal como señala Azpiazu (2002:153) es importante tomar en consideración que la tal ecuación económica financiera había sido formulada en pleno contexto hiperinflacionario y, por lo tanto, “conllevaba márgenes de rentabilidad en los que subyace una muy elevada prima de riesgo”. 


� La tarifa máxima (camiones) era de hasta 5 veces la tarifa básica.


� Unos meses después se creó en el ámbito de la Secretaria de Obras Públicas y Comunicaciones del Ministerio de Economía, el Órgano de Control de las Autopistas de Acceso a la Ciudad de Bs. As. (OCRABA).


� Entre los mayores déficit del organismo se encuentra la limitada autoridad que posee ya que no tiene facultad para establecer políticas, ordenamientos, ajustes tarifarios ni compensación indemnizatoria. Tampoco puede aplicar en forma directa sanciones y multas. Por su parte, la AGN señala en un informe que la demora excesiva en la tramitación de los expedientes de penalización, con la consiguiente falta de aplicación de las sanciones previstas, debilitan al organismo en su función esencial de control, creando un estado de impunidad a favor del Concesionario. Por su parte, FIEL (1999) señala entre los aspectos más conflictivos: la falta de autonomía administrativo- funcional del organismo de control que depende de la DNV y de la Secretaria de Obras y Públicas del MEyOSP; el retraso en la creación del organismo de control, que permitió que por más de dos años el control se centrara únicamente en los aspectos técnicos de las obras ejecutadas; la ausencia de funciones específicas del organismo de control para encarar una renegociación de contratos; la ausencia de una política nacional de concesiones que contemple tanto los planes nacionales como los provinciales y la alta incertidumbre contractual. También debe notarse la ausencia de una política global de concesiones, que contemple tanto los planes nacionales como provinciales.


� Por medio del Decr. 87/01. 


� Decr. 327/91 y 388/91.


� De hecho, el Decreto 527/91, que adoptó una serie de medidas (v.g. reducir un 50% la tarifa en determinadas condiciones, dejar sin efecto el régimen oneroso- fin del pago de canon-, establecer subsidios para los concesionarios) que requerían a su vez una adecuación definitiva a los postulados de la concesión, fue elaborado el mismo día en que se promulgó la ley de convertibilidad (27-3-91).


� Fijada en el Decr. 527/91 como A 10.000


� Dicho subsidio surge de  la  cuota  parte  asignada  a  la DNV en la  distribución  del  impuesto  a  los combustibles establecidos por el Decreto 2.733/90. Según estimaciones de Delgado (1998) a través de esta primera ronda de renegociaciones el Estado asumió compromisos de subsidios operativos por $925 M y resignó ingresos por canon del orden de $475 M. 


� Tal como afirma Delgado (1998:43) este mecanismo de ajuste de precios “implica que aún cuando no se registraran variaciones de precios ni de costos, las tarifas reguladas se incrementarían igualmente”. Hacia el mes de abril de 2003, la Oficina Anticorrupción (OA) denunció a un grupo de ex funcionarios y a los concesionarios de peaje de los corredores viales nacionales por una supuesta administración fraudulenta que rondaría los 420 millones de pesos contra el Estado nacional, cuestionando el pago del Estado a los concesionarios de $420 M originado en la indexación de peajes. En la presentación de la OA se planteaba la ilegalidad de tales indexaciones cuando regía le ley de convertibilidad (Diario La Nación, 08-04-03)


� Decr. 1.817/92.


� En ambos casos, se establecía que el concesionario era el responsable de la obra y que las empresas constructoras que desarrollaran la obra debían ser seleccionadas por medio de una licitación pública. 


� Esta facultad se concede no solamente para acordar frente a una renuncia total de los concesionarios a tales beneficios sino también en los casos en que estos presenten una renuncia parcial. Asimismo, se establece este procedimiento para la cancelación de las deudas originadas por la mora en el pago de la compensación indemnizatoria, en tanto, el concesionario exprese que la ampliación del plazo contractual satisface todos los perjuicios económicos que pudieran atribuirse a la mora.


� Entrevista al Secretario de Obras Públicas de la Nación, Armando Guibert, publicada por el Diario La Nación el día 10-07-97. 


� El Gobierno admitía por ese entonces una deuda por subsidios con los concesionarios de $ 80 millones (reciben $ 70 millones por año), pero las empresas afirman que la deuda es de más de $ 200 millones. La diferencia entre lo que cada uno de los actores señala se debe a las multas que las firmas deberán pagar por incumplimientos de inversiones.


�  Opiniones expresadas en notas publicadas los días 30 y 31 de enero en los diarios Clarín y La Nación. Asimismo, el titular del Centro Argentino de Ingenieros Agrónomos (Cadia) planteaba que la renegociación surgía de la dificultad del fisco para pagar subsidios a los concesionarios, cuando obtienen una utilidad neta de cerca del 100% anual.  (Diario La Nación, 30-01-98).


� Diario La Nación, 21-02-98. 


� "Si se suspende la aplicación del aumento, el Estado deberá completar de sus arcas el déficit que les causaría a los concesionarios, y estaría entrando en incumplimiento de contrato", señaló Rodolfo Perales, titular de la Cámara Argentina de Concesionarios Viales (CACV). Al tiempo que la contrapropuesta de los concesionarios consistía en extender, según el corredor vial de que se trate, entre 10 y 15 años los plazos de concesión (tal como ocurrió con el corredor 18). Rodolfo Perales señalaba que "Elegimos la variable que suponemos menos sensible para el usuario", dijo Rodolfo Perales, el presidente de los concesionarios” La entrevista a Perales fue publicada en el Diario La Nación, 28-02-98.


� Se plantearon varios conflictos entre el Ejecutivo y el Legislativo. El secretario de Obras Públicas, Raúl Costamagna, planteaba la readecuación de los contratos mientras que la Comisión Especial disponía, hacia principios de junio, la necesidad de una nueva prórroga a la suba de tarifas. (Diario La Nación, 06-06-98)


� "La renegociación se funda en esa deuda (la deuda del Estado) y por eso se extendería(n) (las concesiones viales) por tres años más. El Estado no tiene cash para pagar y busca abonar su deuda mediante plazos. Los concesionarios están dispuestos a no cobrar esa deuda y entender los plazos para resarcirse de esta deuda". Según el vicepresidente de la Cámara de Concesionarios Viales, Enrique Sargiotto. (Diario La Nación, 10-01-99)


� En Abril de 1999 circulaban noticias de que los nuevos contratos autorizaban a los prestadores a devolver los caminos en un estado mediocre. Así, mientras en el contrato original se establecía que, al final de la concesión, las prestadoras debían alcanzar un índice de estado de camino de 7,5 (equivalente a una ruta flamante), el nuevo las autoriza a llegar al final de la concesión con un índice "mayor o igual a seis" (lo que las mismas empresas califican como "regular"). Modificación que finalmente no se aprobó. 


� El Acta de Acuerdo fue aprobada en el Decreto 92/2001.


� Decreto 976/2001


� Decreto 1.377/2001


� Respecto de la renegociación de los contratos de peaje las principales voces de protesta afirmaban que se trataba de una adjudicación directa, sin licitación pública y sin compulsa de precios, que es ilegal porque vulnera la ley 17.520 (Expresiones del titular de Cadia, Ricardo Lasca al Diario La Nación, 30-01-98).





� Cuestión que recibió severas críticas por parte del bloque oficialista en la Cámara de Diputados. Inclusive un dictamen de mayoría de la Comisión Especial para el Análisis de las Concesiones Viales propuso “anular por inequitativa la renegociación del corredor 18, proceder a una nueva licitación y de corresponder, efectuar denuncias penales pertinentes a los funcionarios intervinientes” (Azpiazu y Schorr, 2003: 171)


� Esta obra aún no ha sido concluída. 


� Hacia diciembre de 1996, la rotura de unos tensores en el Complejo Zárate Brazo Largo, demostró la falta de claridad en los contratos. Dos años antes de que se produjera el incidente personal de Vialidad Nacional comprobó a través de una inspección la existencia de corrosión y roturas de alambres en los cuellos de los anclajes por falta de mantenimiento, observaciones que al no ser tenidas en cuenta produjeron la rotura. Al momento de licitar el corredor y en sus renegociaciones posteriores no se especificó quién era el responsable de mantener el complejo, por ello, Vialidad Nacional estuvo discutiendo durante dos años con Caminos Río Uruguay –el concesionario- la responsabilidad sobre la reparación del complejo quién era el responsable de su conservación. Finalmente, se estableció frente al vacío legal que el gobierno nacional seguía siendo el encargado de su conservación. Según el responsable de Obras Públicas del Gabinete de las luces (Alianza), Tabakman "Sucede que las privatizaciones se hicieron demasiado rápido. Se decidió vender todo sin exigirle a las concesionarias el mantenimiento debido. Es por este tipo de proceso licitatorio apresurado que hoy se están renegociando las los alcances de las concesiones. Esta es una manera de enmendar muchos errores que se cometieron. Sin embargo, Zárate- Brazo Largo es un ejemplo de que las cosas no pueden esperar correcciones, deben ser bien encaradas desde un primer momento. Además, el puente no se va a arreglar de un día para el otro, con el consecuente lucro cesante para la economía del país”. (Diario La Nación, 14-12-96). Como resultado de este incidente se ordenó la remoción preventiva del órgano de control. 


� No obstante la Resolución ME Nº 308/2002 firmada en agosto reconoce la posibilidad de que se suspendan las sanciones a las firmas prestatarias que aduciendo problemas derivados de la emergencia económica incumplan en los niveles de calidad exigidos (ver caso Aguas Argentinas).


� Tal Comisión, creada y conformada a través de los decreto 293/ 2002 y 370/2002, sería presidida por el Ministro de Economía (o quien él designe), e integrada, entre otros especialistas, por un representante de asociaciones de usuarios y consumidores involucradas. No se realiza mención alguna al rol de los Entes Reguladores en el proceso de renegociación.  Posteriormente, el Decreto 370/2002 establece como será conformada la Comisión. Se designa como presidente al Ministro de Economía e Infraestructura; Vicepresidente al Secretario Legal y Administrativo (del Min. de Economía e Infraestructura). Además de nombrarse al Secretario y Coordinador General y los integrantes del Gabinete de Asesores del Área Servicios Públicos (del Min. de Economía e Infraestructura) y a los principales funcionarios políticos de las áreas involucradas: Subsecretario de Energía; Subsecretario de Transporte; Secretario de Comunicaciones; Secretario de Obras Públicas y Secretario de la Competencia, la Desregulación y la Defensa del Consumidor. Asimismo, el decreto 370/2002 invita al Defensor del Pueblo de la Nación a designar un representante ante la Comisión de Renegociación de Contratos.


� Así como también se le asignaban atribuciones para revisar los contratos de: a) la provisión de servicios de agua potable y desagües cloacales; b) el servicio de distribución y comercialización de energía eléctrica; c) la provisión de transporte y distribución de gas; d) el servicio de telecomunicaciones de telefonía básica (fija); e) el transporte público automotor y ferroviario de pasajeros (trenes y subterráneo); f) el sistema nacional de aeropuertos; g) el servicio portuario; h) el servicio postal; i) el servicio ferroviario de cargas y g) las vías fluviales por peaje.


� Ante la demora en la iniciación efectiva del proceso de renegociación, en el mes de septiembre se sancionó el Decreto del PEN Nº 1.839/02 por el cual se dispuso la extensión por 120 días hábiles más los plazos para la revisión de los contratos. Posteriormente, se necesitó de una nueva prórroga sancionada en enero de 2003 a través de la Resolución ME Nº 62/03. A través de dicha norma se extendió por 60 días adicionales el plazo para que el Ministerio de Economía eleve al Poder Ejecutivo Nacional las propuestas de renegociación contractual. En Octubre de 2003, la Ley 25.790, que extiende el plazo de renegociación hasta 31 de diciembre de 2004. Una nueva prórroga se estableció en noviembre de 2004, a través de la Ley 25.972, fijándose el plazo para la renegociación hasta diciembre de 2005. 


� Ver Normas de Procedimiento para la Renegociación de los Contratos de Prestación de Obras y Servicios Públicos (Res. ME Nº 20/02).


� Las amenazas de declararse en default, abandonar la prestación de los servicios, retirarse del país, despedir masivamente personal y presentarse en el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) fueron moneda corriente. 


� Durante el gobierno de Duhalde se hicieron varios intentos por incrementar las tarifas a través de decretos, frenados a través de fallos judiciales ya que no condecían con el estipulado por la Ley de Emergencia. Sin embargo, el decreto 120/03 habilitaría los incrementos tarifarios por fuera de lo estipulado en la Comisión Renegociadora. 


� El llamado a la Consulta Pública se realizó a través de la Resolución 26/2003 de la Secretaría Legal y Administrativa del Ministerio de Economía, según las pautas establecidas por la Resolución ME 63/2003 donde se disponía las características del procedimiento de consulta pública para el tratamiento de las propuestas empresarias. 


� En tal sentido, debe recordarse que a través del decreto 92/2001 se estableció, de acuerdo con los concesionarios, que la concesión de redes viales concluía el 31/10/03. Siguiendo lo establecido por Azpiazu y Schorr (2003: 164) “aún si la decisión gubernamental fuera la de mantener el sistema de peajes en las principales rusa nacionales, sería más lógico y razonable que el Estado abordara la tarea de elaborar nuevos y –mejores- pliegos de bases y condiciones de una nueva licitación que renegociar contratos por, en principio, un lapso que tendría pocos meses de vigencia”. (tal como se ha realizado en Argentina a fines de 2003).  


� Decreto 159/02


� La comisión de renegociación planteó a Lavagna diversos escenarios: una prórroga mínima, hasta un plazo más extenso sin aumento del subsidio reclamado o la no ejecución de obras. El Banco Mundial (que colabora en el acuerdo suscripto en enero último con el Fondo Monetario), presentó un informe que planteaba "no hay fundamentos técnicos para prorrogar los plazos de los contratos" (Diario La Nación, 04-04-2003), en el mismo sentido se expresaba el Comité Nacional de Defensa del Usuario Vial que señalaba que la decisión la debía tomar el próximo gobierno además de remarcar la poca credibilidad de la consulta por estar absolutamente dirigida. 


� La Cámara de Concesionarios Viales señaló en ese momento que compartía la decisión del Gobierno y que no iniciarán acciones legales aunque bregarán "por el cumplimiento de los derechos que nos asisten". Estos sostenían que querían, que la relicitación no implique un despojo de “sus” derechos y que se reconozcan todas las inversiones realizadas. En tanto, el Ministro de Economía preveía la presentación de demandas judiciales que no se llevaron adelante (Diario La Nación, 31-05- 2003).


� Según establece Andrés Chambouleyron en Diario La Nación, 7-09-2003


� Según señalan los especialistas, no se explicita cómo se compensaría el mecanismo de no alcanzar la recaudación por peajes y canon para financiar las obras de expansión y el ahorro esperado. 


� Diario La Nación, 11-03-2004


� En realidad, a fin de ser específicos tendríamos que referirnos a varias presidencias justicialistas sucediendo al gobierno de De la Rúa, ya que presentada su renuncia se sucedieron en ese cargo cinco presidentes constitucionales, hasta la elección que designa a Kirchner como presidente. 


� Cadia señala en un informe presentado a los medios a principios de 1998 que el órgano de control "no supervisa el tema de las tarifas, se maneja directamente el tema desde el Ministerio de Economía de la Nación y que la participación de los usuarios es inexistente (Diario La Nación, 30- 01-1998).
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